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I. Introducción y Tracto Procesal:

El 15 de enero de 2019, Ia Querellante, Cecilia Cruz GOmez, presento ante el Negociado de
Energia de Ia Junta Reglamentadora de Servicio POblico de Puerto Rico (“Negociado de
EnergIa”) una Querella contra Ia Autoridad de Energia Eléctrica de Puerto Rico [“Autoridad”),
Ia cual dio inicio al caso de epigrafe. La Querella se presentO al amparo del procedimiento
establecido en Ia Ley Nám. 32O181 y Ia Sección 5.03 del Reglamento 8863,2 con relación ala
factura de 23 de mayo de 2018 por Ia cantidad de $372.35 en cargos corrientes.

La Querellante alegó que objetó Ia factura de 23 de mayo de 2018, correspondiente a!
periodo del 18 de septiembre de 2017 al 23 de mayo de 2018. Dicho periodo coincide con el
paso del huracán Maria. Segün Ia Querellante, Ia Autoridad nunca respondió a su solicitud de
reconsideración por lo que se debe emitir resolución a favor del abonado. Igualmente, Ia
Querellante entiende que Ia Autoridad está cobrando por una energia producto del
generador eléctrico del Cuerpo de Ingenieros y FEMA.

La Autoridad no presentó contestaciOn a Ia Querella, sino que presentó dos mociones solicitando

4 la desestimación de Ia misma. La primera de estas mociones se presentO el 19 de febrero de 2019

/1 fundamentada en dos argumentos, ci primero en que la querellante incurrió en incuria al no acudir

// al Negociado de EnergIa dentro del término reglamentario establecido y ci segundo argumento se

/ L. fundamento en la determinación del Negociado de Energia en ci caso nümero CEPR-IN-2018-
1/ 0002. La segunda moción de desestimaciOn se presentó el 31 de mayo de 2019 fundamentada en

legitimación activa.

El 25 de abril de 2019, Ia Querellante a través de Ia Oficina Independiente de ProtecciOn al
Consumidor [OIPC”), presentó una Moción Asumiendo Representación Legal y Solicitando

“ Prórroga Para Con testar Orden en ia que solicita se le otorgue tiempo adicional de diez [10)
dias mientras Ia OIPC atendia el caso. El 8 de mayo de 2019, el Negociado de EnergIa emitió
orden a Ia Querellante concediendo el término de diez [10) dIas para cumplir con Ia orden
emitida el 15 de abril de 2019. El 6 de mayo de 2019, Ia Querellante representada por la OIPC
presentó una Moción en Cumplimiento de Orden solicitando que se declare No Ha Lugar Ia
Moción de Desestimación presentada por Ia Autoridad.

El 17 de jun10 de 2019, ci Negociado de Energfa emitió orden a las partes para comparecer a una
Vista Evidenciarla a celebrarse eli 1 de julio de 2019 para dilucidar las mociones de desestimaciOn
presentadas por Ia Autoridad.

‘Ley parc Prohibir Ia Facturación por Consumo de EnergIa Eléctrica No Generada por Ia A.

2 Reglamento 8863 sabre el Procedimiento pare la Revision de Facturasy SuspensiOn del 5’
Falta de Pago, 1 de diciembre de 2016.
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II. Derecho Aplicable y Análisis:

A. Apliccibilidad de Ia Ley Nüm. 3-2018

Tras el paso de los huracanes Irma y Maria por Puerto Rico en septiembre de 2017, miles de
ciudadanos tuvieron que utilizar generadores eléctricos de diversos tipos para combatir Ia
carencia de servicio eléctrico como resultado de los daflos severos causados por el fenómeno
atmosférico ala infraestructura de Ia Autoridad. En algunos casos particulares, a pesar de no
contar con servicio eléctrico brindado directamente por Ia Autoridad, los metros o
contadores continuaron reflejando y midiendo consumo por parte de dichos clientes o
abonados. Para atender dicha situación, Ia Asamblea Legislativa entendió necesario prohibir
a Ia Autoridad facturar y/o cobrar por servicio eléctrico que no haya sido provisto por esta.3

A tales efectos, el 17 de enero de 2018 se aprobO Ia Ley 3-2018, Ia cual dispone:

Se prohibe a Ia Autoridad de Energia Eléctrica de Puerto Rico la facturación y cobro a
sus clientes de cualquier consumo reflejado en sus contadores o medidores de

/0
consumo como consecuencia de generación y consumo de energia eléctrica que no

haya
sido generada y distribuida por Ia propia Autoridad de EnergIa

de Puerto Rico, en situaciones de emergencia; tales como, apagones por periodos
mayores de 24 horas, interrupciones prolongadas resultado de un fenómeno
atmosférico y cualquier otra situación de emergencia que haya sido decretada por el
Gobernador, mediante Orden Ejecutiva.4

De esta forma, Ia Ley 3-20 18 provee un mecanismo para que los clientes de Ia Autoridad a
quienes se le factura por consumo relacionado con energia que no fue generada o distribuida
por la Autoridad, puedan objetar dichos cargos.5

Ahora bien, en nuestro ordenamiento juridico, Ia interpretacion de las leyes se rige por las
normas de hermenéutica establecidas en el Código Civil de Puerto Rico.6 El Articulo 14 del

d Código Civil de Puerto Rico, establece que “[cluando Ia ley es clara y libre de toda
4(1 ambiguedad, su texto no debe ser menospreciado bajo el pretexto de cumplir su espIritu”.7

j -! El Tribunal Supremo ha resuelto que, si el propio texto de Ia ley es claro, esto constituye Ia

mejor expresión de Ia intención legislativa.8 No obstante, Si, por el contrario, el lenguaje es

ambiguo o impreciso, el juzgador debe “interpretar Ia ley con el objetivo de acatar Ia
verdadera intención del legislador.”

Del análisis minucioso del lenguaje expreso del Articulo 1 de Ia Ley 3-2018 surge que para
que Ia Autoridad no pueda cobrar o facturar por consumo reflejado en el contador o metro
de un cliente tienen que configurarse tres (3) elementos o criterios:

(i] Que hay una situación de emergencia, segán definida en el estatuto;
(ii) Que Ia energia eléctrica no haya sido generada por Ia Autoridad; y
(iii] Que Ia energia eléctrica no haya sido distribuida por Ia Autoridad.

Varios deponentes de Culebra, Vieques y Maunabo expresaron en las vistas püblicas
celebradas por el Negociado de Energia que Ia Autoridad no debe proceder con Ia facturación
y cobro de Ia energia generada por los generadores externos provistos por FEMA yb el

3 Véase Expediente Electrónico de Ia Vista Püblica, 6 de noviembre de 2018.

‘ Véase Articulo 1 de Ia Ley 3-2018. (Enfasis nuestro).

Id., ArtIculo 2.

6 Véase, Capitulo IV, Código Civil de Puerto Rico (2020).

Art. 19, Cádigo Civil de Puerto Rico (2020].

° Rosario Dominguez v. Estado Libre Asociado de P.R., 198 D.P.R. 197 (2017]; COS VI v.
(2015); Shell it. Srio. Hacienda, 187 D.P.R. 109, 121 (2012]; Cruz Parrilla v. Depto. Vivienda, 184 D.P.R. 393
(2012].

RIos Martinez it. Comisión Local de Elecciones de Villalba, 196 D.P.R. 289 (2016]; COSVI v. CRIM, supra.



NEPR-QR-20 19-0020
Pág. 3 de 9

USACE. 10 Los deponentes alegan, en sIntesis que Ia Autoridad no proveyó dichos servicios,
por lo que es de aplicabilidad Ia Ley 3-2018. ‘ Ante tal reclamo debemos determinar si en
efecto Ia Ley Nüm. 3-20 18 es aplicable ala situación objeto de Ia presente investigación.

En el caso de autos, el primero de los elementos está presente. No hay duda de que tras el
paso de los huracanes Irma y Maria cientos de miles de clientes de Ia Autoridad
experimentaron una situación de emergencia, segün definida en Ia Ley 3-2018, incluyendo
los clientes de Culebra, Vieques y Maunabo. 12 En cuanto al segundo elemento, de la

información provista por Ia Autoridad y recopilada durante el proceso de investigación,
surge claramente que hubo y hay lugares de Puerto Rico cuyo servicio eléctrico fue producto
parcial o totalmente por generadores externos que no eran propiedad de Ia Autoridad.

No obstante lo anterior, el tercer elemento; es decir, que la energIa eléctrica no fuese
distribuida por Ia Autoridad, no se configura en este caso. De Ia información recopilada
durante Ia investigación, surge claramente que los generadores externos instalados en Ia
Central Palo, en Yabucoa TC y en los municipios de Vieques y Culebra, están conectados a
una subestación o infraestructura similar del sistema de transmisión y distribución de Ia
Autoridad. La energia producida por estos generadores es transportada hasta el punto de
entrega de los clientes utilizando el referido sistema de transmisiOn y distribución. Por
consiguiente, Ia Autoridad es Ia entidad que distribuye dicha energia.

Las situaciones antes descritas son distintas a las de un condominio o local comercial o

,) )\\ industrial que cuenta con un generador eléctrico que está conectado antes del contador de
Ia Autoridad. En estos ültimos casos, el generador se encuentra localizado en el mismo sitio

.€- hA— o cercano al sitio donde se encuentra Ia carga eléctrica, por lo que noes necesario utilizar el
sistema de transmisión y distribución de Ia Autoridad para obtener servicio de dicho

(I generador.

Basado en lo anterior, podemos concluir que Ia Ley 3-20 18 no es aplicable al caso de autos.

B. Término para emitir Determinación Final sobre la Solicitud de Reconsideracián ante Ia
Autoridad

El ArtIculo 6.27(a)(5) de Ia Ley 57-2014, establece que Ia Autoridad tendrá un término de

j treinta (30) dIas a partir de la presentación de Ia solicitud de reconsideración para evaluarla

)1i1rC4 y notificar por escrito al solicitante su determinaciOn final sobre el resultado de Ia

U investigación. De igual forma, el referido articulo establece que si Ia Autoridad no emite Ia
referida notificación por escrito dentro del término de treinta (30) dIas, Ia objeción se
adjudicara a favor del cliente. A esos fines, el Negociado de EnergIa ha determinado que el
término de treinta (30) dias para que Ia Autoridad notifique su determinación final, es de
naturaleza jurisdiccional.’3

A su vez, el Reglamento 854314 en su Sección 3.04, establece que:

Toda querella o recurso para solicitar a Ia Comisión Ia revision (i) de facturas de
Ia AEE o de cualquier otra compaflIa, por servicio eléctrico, (ii) de decisiones de

‘° Véase a manera de ejemplo, Ponencia de “Fundación de Culebra”, Ponencia del Hon. Victor M. Emeric
Catarineau, y Comentario Escrito de CORALations.

Véase, Expediente ElectrOnico de las vistas administrativas.

12 La Ley 3-2018 define “situaciones de emergencia” como “apagones por periodos mayores de 24 horas,
interrupciones prolongadas resultado de un fenómeno atmosférico y cualquier otra situación de emergencia
que haya sido decretada por el Gobernador, mediante Orden Ejecutiva”. Véase Articulo 1 de Ia Ley 3. La Sección
13.09 (A) (14) del Reglamento 9043, Reglamento sobre el Procedimiento para Ia Revisián de Facturas Emitidas
por Ia Autoridad de EnergIa Eléctrica de Puerto Rico durante Situaciones de Emergencia, define el referido
término de forma similar.

‘ Véase ResoluciOn Final y Orden, Caso Nüm. CEPR-RV-2017-0029, p.13. Es importante sehalar q
sentencia de 22 de agosto de 2018, el Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico sostuvo Ia de
Negociado de EnergIa en el referido caso; O.I.P.C.
de Energia Eléctrica, KLRA201800313 (TA 2018).

‘ Reglamento de ProcedimientosAdjudicativos, Avisos de Incumplimiento, Revision de
18 de diciembre de 2014.
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Ia AEE sobre el procedimiento de interconexión, (iii) de decisiones de Ia ABE
sobre Ia participación en el programa de mediciOn neta o cualquier otro
programa relacionado, o (iv) de cualquier otra decision de una compaflIa en
relación con Ia prestación de servicio eléctrico a un cliente, deberá ser
presentada dentro del término de treinta (30) dIas, contados a partir de Ia fecha
en que Ia AEE o Ia compaflia de servicio eléctrico de Ia que se trate haya emitido
su decision final sobre el asunto. En caso de pue Ia AEE o Ia compañIa de servicio
eléctrico de Ia gue se trate no haya emitido una decision final, el referido término
comenzará a transcurrir a nartir de la fecha en gue debió emitirse Ia decision.

Como tal, nuestro ordenamiento juridico establece que determinados actos deben realizarse

dentro del correspondiente término dispuesto para ello.’5 A esos fines existen diferentes

tipos de términos, entre los que se encuentran los de cumplimiento estricto y los
jurisdiccionales.’6

La caracterIstica principal de un término fatal o jurisdiccional consiste en que se trata de un
término improrrogable. El procesalista Hernández Colon, cuya obra el Tribunal ha citado

extensamente, al expresarse sobre Ia naturaleza de los términos, seflala que “[c]iertos
términos no pueden prorrogarse porque las reglas asi lo prohiben. Se denominan estos

términos como jurisdiccionales o fatales porque transcurren inexorablemente. no importa

las consecuencias procesales gue su expiración provogue”.’7 Estos términos son de

naturaleza improrrogable v no están sujetos a interrupciOn o cumolimiento tardIo.18 Segün

el Tribunal, esto quiere decir que “una vez transcurre un término de naturaleza
jurisdiccional, el tribunal o Ia agencia estatal nierde iurisdicción para atender el asunto ante

su consideraciOn”.19

Debido a las graves consecuencias que acarrea el determinar que un término es de
naturaleza jurisdiccional, el Tribunal ha establecido que “debe surgir claramente la intención

J del legislador de imponerle esa caracteristica al término”.2° Es importante señalar que no es
necesario que el texto de Ia ley contenga expresamente la palabra “jurisdiccional” para que

éste disponga claramente la intención de establecer el carácter jurisdiccional de un término.

7 Al igual que con los términos jurisdiccionales, el incumplimiento con los términos de

cumplimiento estricto acarrea Ia consecuencia de privar ala entidad juzgadora de atender el

asunto. No obstante, a diferencia de los términos jurisdiccionales, los términos de
cumplimiento estricto pueden ser prorrogados por justa causa.21 Sin embargo, dichos

términos no son prorrogables automáticamente.22

Para que los términos de cumplimiento estricto puedan ser prorrogados, ‘se requiere que la

parte que solicita Ia prOrroga, o que actüa fuera de término, presente lusta causa nor Ia cual

‘ Rosario DomInguez v E.L.A.,198 D.P.R. 197, 207 (2017), citando Rafael Hernández Colon, Den
Civil 308,9 ed., San Juan, LexisNexis, 2010, p. 24.

16 Id.

17 Id. § 1804, p. 201. Enfasis suplido.

Cruz Parrilla v. Doto. de Ia Vivienda. 184 D.P.R. 393, 403 (2012). Enfasis suplido.

19 Id,

20 Id. 403 - 404. Enfasis suplido. Véase también lunta de Directores v. Ramos, 157 D.P.R. 818, 823-824
(2002); Laares v. E.L.A., 144 D.P.R. 601, 615-616 (1997); Méndez v. Core. Ouintas San Luis, 127 D.P.R. 635,
637 (1991).

21 Rosario DomInguez v. E.L.A., supra, p.209-210.

22 Soto Ping v. Uno Radio Group, 189 D.P.R. 84,92 (2013].
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no puede cumplir con el término establecido.’23 Mas aun, “[ija parte que actüa tardiamente
debe hacer constar las circunstancias especIficas que ameriten reconocerse como justa causa
para prorrogar un término de cumplimiento estricto.”24 No obstante. las vaguedades y las
excusas o planteamientos estereotipados no cumplen con el recluisito de justa causa.25

Ahora bien, al momento de determinar si un término es jurisdiccional, el juzgador está
Ilamado a realizar un ejercicio de interpretación estatutaria, con elfin de hallar Ia expresión
clara del legislador en cuanto a Ia naturaleza del término.26 En este ejercicio de
interpretación “debe acudirse unmero al texto de Ia Lev. Solo si se encuentra ambiguedad en
el texto, deben entonces los tribunales asegurarse de dar cumplimiento a los nropósitos
legis lativo s” 27

Segün Ia doctrina establecida por el Tribunal, ‘en nuestro ordenamiento 51 el lenguaje de Ia
ley es claro y libre de toda ambiguedad, ‘Ia letra de ella no debe ser menospreciada bajo el
pretexto de cumplir su espiritu’. Es por ello que si el lenguaje de Ia ley no crea dudas y es
claro en cuanto a su propósito, su propio texto es Ia mejor expresión de Ia intención
legislativa”.28 Si, por el contrario, el lenguaje es ambiguo o impreciso, el juzgador debe

“interpretar Ia ley con el objetivo de acatar la verdadera intención del legislador”.29

En sintonia, Ia doctrina de incuria ha sido definida por el Tribunal Supremo de Puerto Rico
como: “(djejadez o negligencia en el reclamo de un derecho, los cuales en conjunto con el
transcurso del tiempo y otras circunstancias que causan perjuicio a Ia parte adversa, opera
como un impedimento en una corte de equidad”.3°

En nuestra jurisdicción -a pesar de nuestra tradición civilista- se ha incorporado Ia doctrina
de incuria. La misma, opera con particular vigor en aquellos casos relativos a remedios
extraordinarios incorporados a nuestro ordenamiento del derecho angloamericano. Ello, no
obstante, tratándose de acciones civiles ordinarias rige el término prescriptivo dispuesto por
ley.3’ AsI pues, Ia incuria bien puede ser caracterizada -en cierto modo- como un tipo de
prescripción extraordinaria. Sin embargo, Ia doctrina de incuria no opera como un simple
término prescriptivo. De ordinarlo, la aplicación de Ia doctrina requerirá que al demandado
se le haya puesto en desventaja por razón del tiempo transcurrido.32 Precisando los
parámetros del ámbito operativo de Ia doctrina de incuria, el Tribunal Supremo de Puerto

A Rico ha expresado que: “[e)n dicha doctrina no basta el mero transcurso del tiempo para

/ impedir el ejercicio de Ia causa de acción, sino que deben evaluarse otras circunstancias

// antes de decretar Ia desestimación del recurso instado. Circunstancias tales como: (1) Ia
justificación, si alguna, de Ia demora incurrida; (ii) el perjuicio que ésta acarrea; y (iii) el

23 Cruz Parrilla v. DeMo. DeJa Vivienda, 184 D.P.R. 393, 403. Enfasis suplido.

24 Soto Ping v. Uno Radio Groug. suora. Enfasis en el original.

25 Febles v. Romar. 159 D.P.R. 714, 720 (2003).

26 Id. 404.

27 Id. Enfasis suplido. Véase también Sociedad oara Ia Asistencia Le2al v. Instituto de Ciencias Forenses, 179
D.P.R. 849, 862 (2010).

20 Id, 404. Citas internas omitidas.

29 Rgsprio DomInguez v. Estado Libre Asociado de P.R., 2017 TSPR 90.

° Colon Torres v. A.A.A., 143 D.P.R. 119. 124 (1997); Aoonte v. Srio. de Hacienda. E.L.A., 125 D.P.R. 610, 618
(1990).

31 J.R.T. v. P.R. Telephone Co.. Inc.. 107 D.P.R. 76 (1978); Saavedra v. Central Coloso. Inc., 85 D.P.R. 421, 423
(1962); F. Rodrf2uez Knos. & Co. v. Ahoy. 66 D.P.R. 525, 540 (1946).

32 Hernández Agosto v. Romero Barcelá. 112 D.P.R. 407,417 (1982).
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efecto sobre los intereses privados o püblicos involucrados. Asimismo, cada caso debera ser
examinado a la luz de los hechos y circunstancias particulares.”33

En cuanto al caso que nos ocupa, conforme surgió de Ia Vista Evidenciaria y de los
documentos que obran en ci expediente del caso, Ia Autoridad emitió su determinaciOn
inicial el 26 de junio de 2018, por lo que Ia querellante presentó su Solicitud de
ReconsideraciOn ante Ia Autoridad el 3 de julio d 2018. La Autoridad nunca emitió una
determinación final a pesar de Ia Solicitud de Reconsideracion presentada por Ia querellante.

Conforme lo anterior, Ia Autoridad incumplió con los términos establecidos en Ia Sección
627 de Ia Ley 57-2014. A esos fines, el Negociado de EnergIa ha determinado que tanto el
término de treinta (30) dIas para que Ia Autoridad conteste el recurso de reconsideración y
notifique al cliente del resuitado final, es de naturaleza jurisdiccional, por lo que el
incumplimiento de Ia Autoridad equivale a perder jurisdiccion sobre Ia controversia.35

Ahora bien, Ia querellante segün establece el Reglamento 3543,36 Sección 3.04, debió de
acudir al Negociado de EnergIa desde el 3 de agosto de 2018 cuando Ia Autoridad perdió Ia
jurisdicción del caso y comenzó a cursar ci término de treinta (30) dias para presentar el
recurso ante ci Negociado de Energia. Sin embargo, no es hasta el 15 de enero de 2019, casi
seis meses después. desde que Ia Autoridad incumyiió con el término reglamentario de
treinta dIas I30 para contestar Ia reconsideración Iv perdió iurisdiccion). gue Ia quereliante
presento su Querelia.

Asi las cosas, no existiendo justa causa para tal demora, procede que el Negociado de Energia
se declare sin jurisdicción para atender Ia objeción de Ia factura de 23 de mayo de 2018. La
querellante compareció al Negociado de Energfa fuera del término establecido para asI
hacerlo.

Conclusion

Por todo lo anterior, y de acuerdo con las Determinaciones de Hecho y Conclusiones de
Derecho contenidas en el Anejo A de esta Resolución Final y Orden, el Negociado de Energia
declara Ha Lugar Ia Solicitud de Desestimación de Ia Autoridad y en consecuencia
DESESTIMA la presente Quereiia y ORDENE ci cierre y archivo, sin perjuicio, de Ia misma.

Cualquier parte adversamente afectada por Ia presente Resolución Final y Orden podrá
presentar una moción de reconsideración ante el Negociado de Energia, de conformidad con
Ia Sección 11.01 del Reglamento 8543 y las disposiciones aplicables de Ia Ley 38-2017,
conocida como ‘They de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto
Rico” [“LPAU”). La moción a tales efectos debe ser presentada dentro del término de veinte
(20] dias contados a partir de Ia fecha de archivo en autos de Ia notificación de esta
Resoiución Final. Dicha solicitud debe ser entregada en Ia Secretarla del Negociado de
EnergIa ubicada en ci Edificio World Plaza, 268 Ave. Mufloz Rivera, Nivel Plaza Ste. 202, San
Juan, PR 00918. La soiicitud también puede ser presentada utilizando el sistema de
radicación electrónica del Negociado de Energia en Ia siguiente dirección cibernetica
https://radicacion.energia.pr.gov. Copia de Ia solicitud deberá ser enviada por correo
regular a todas las partes notificadas de esta Resolución Final y Orden, dentro del término
aquf establecido.

El Negociado de Energia deberá considerar dicha Moción dentro de quince [15) dIas de
haberse presentado. Si Ia rechazare de pIano o no actuare dentro de quince (15) dias, el

33 Perez. Pellot. v. l.A.S.A.P., 139 D.P.R. 588 (1995); Rivera v. DeDto. de Servicios Sociales, 132 D.P.R. 240 (1992);
Garcia v. Adm. del Derechp al Trabajo, 108 D.P.R. 53 (1978).

34 Querella, 15 de enero de 2019, Anejo II, Misiva 3 de Julio de 2018.

35 Vdase Resolución Final y Orden, caso Nüm. cEPR-Rv-2o17-o029, p.13. Es importante senah
sentencia de 22 de agosto de 2018, el Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico sostuvo Ia d(
Negociado de EnergIa en el referido caso; 0.l.RC.
de Enereia Eldctrica, KLRA201800313 (TA 2018).

36 Reglamento de ProcedimientosAdjudicativos, Avisos de Jncumplirniento, Revision de Tarifas e I
18 de diciembre de 2014

p

“Do
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término para solicitar revisiOn judicial comenzará a transcurrir nuevamente desde que se
notifique dicha denegatoria o desde que expiren los quince (15) dias, segñn sea el caso. Si el
Negociado de EnergIa acoge Ia solicitud de reconsideración, el término para solicitar revisiOn
empezará a contarse desde Ia fecha en que se archive en autos una copia de Ia notificación
de Ia resolución del Negociado de EnergIa resolviendo definitivamente Ia mociOn de
reconsideración. Tal resolución deberá ser emitida y archivada en autos dentro de los
noventa [90] dias siguientes ala radicación de Ia moción de reconsideración. Si el Negociado
de Energia acoge Ia moción de reconsideración, pero deja de tomar alguna acción con
relación a Ia moción dentro de los noventa (90) dIas de haber sido radicada, perderá
jurisdicción sobre Ia misma y el término de noventa (90) dIas, salvo que el Negociado de
Energia, por justa causa y dentro de esos noventa (90) dias, prorrogue el término para
resolver por un periodo que no excederá de treinta (30] dIas adicionales.

De no optarse por el procedimiento de reconsideración antes expuesto, Ia parte afectada
podrá, dentro del término de treinta (30) dias, contados a partir del archivo en autos de esta
Resolución Final y Orden, presentar recurso de revision judicial ante el Tribunal de
Apelaciones. Lo anterior, conforme a Ia Secçlón t1.03 cl-e11,Reglamento Nüm. 8543, las
disposiciones aplicables de LPAU y el Regla: .1 de Apelaciones

Notifiquese y publiquese.

a

__

Angel R. Rivera de Ia Cruz
Comision o Asociado

CERTIFICA ION

Certifico que as! lo acordó Ia mayorIa de los miembros del Negociado de Energia de Ia Junta
Reglamentadora de Servicio Péblico de Puerto Rico el 7 de marzo de 2022. Certifico además
que el JL de marzo de 2022 he procedido con el archivo en autos de esta Resolución Final y
Orden con relación al Caso Nñm. NEPR-QR-2019-0020 y he enviado copia de Ia misma por
correo electrónico a hriveraoiuc.nr.gov; wrodriguez 25@hotmail.com.
irodriguez@diazvaz.law y por correo regular a:

AUTORIDAD DE ENERGIA ELECTRICA OFICINA INDEPENDIENTE DE PROTECCION
DIaz & Vázquez Law Firm, PSC AL CONSUMIDOR
LCDA. IRELIS M. RODR!GUEZ GUZMAN LCDA. HANNIA B. RIVERA DiAZ
P0 BOX 11689 En representación de la Sra. Cecilia Ruiz
SAN JUAN, PR 00922-1689 268 Hato Rey Center

Suite 802
San Juan, PR 00918

Para que as! conste firmo Ia presente en San Juan, Puerto Rico, hoy, IL. de marzo de 2022.

Lillian Mate Santos
Comisionada Asociada

/a 44
S’Ivia B. UgarS Araujo
Comisionada Asociada

Sonia
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Anejo A

Determinaciones de Hechos

1. La Querellante tiene Ia cuenta námero 7896141000 con Ia Autoridad para
proveer servicio eléctrico a Ia localidad: C-13, Ley 152, Urb. San Pedro, Maunabo,
PR.

2. El 21 de junio de 2018, Ia querellante presentó objeciOn (0B20180621ic00) ante
Ia Autoridad con relación a Ia factura de 23 de mayo de 2018.

3. El 26 de junio de 2018, Ia Autoridad emitió Ia Determinación Inicial en Ia que
seflaló que ala querellante no le aplica Ia Ley 3-2018.

4. El 3 de julio de 2018, Ia querellante presentó su Solicitud de Reconsideración.

5. La Autoridad nunca emitió una Determinación Final sobre Ia Solicitud de
Reconsideración.

6. Conforme los documentos admitidos en evidencia, asi como de los testimonios
vertidos, surge que, aunque Ia Autoridad no cumplió con los términos
jurisdiccionales para iniciar Ia investigaciOn y que Ia querellante pudo acudir al
Negociado de Energia desde el 3 de agosto de 2018, noes sino poco menos de seis
meses desde que Ia Autoridad incumplió con el término reglamentario que
presentó su Querella.

7. La querellante no presentó justa causa para tal demora.

8. La residencia de Ia querellante se suplió del servicio eléctrico a través de los
generadores de FEMA desde el 29 de diciembre de 2017 hasta el 1 de mayo de
2018.

Conclusiones de Derecho

1. El Articulo 6.27(a](1) de Ia Ley 57-2014 establece que todo cliente podrá objetar o
impugnar cualquier cargo, clasificación errónea de tipo de tarifa, cálculo matemático
o ajuste de Ia factura de servicio eléctrico y solicitar una investigación por parte de Ia
compaflIa de energia certificada.

2. La Ley 3 de 2018, prohibe a Ia Autoridad Ia facturación y cobro a sus clientes de
cualquier consumo reflejado en sus contadores o medidores de consumo como
consecuencia de generación y consumo de energIa eléctrica que no haya sido
generada y distribuida por Ia propia Autoridad de Energia Eléctrica de Puerto Rico,
en situaciones de emergencia; tales como, apagones por periodos mayores de 24
horas, interrupciones prolongadas resultado de un fenómeno atmosférico y cualquier
otra situación de emergencia que haya sido decretada por el Gobernador, mediante
Orden Ejecutiva.

3. La querellante solicitO que no se le cobre por Ia energIa producto del generador de
FEMA.

4. Del lenguaje expreso del Articulo 1 de Ia Ley 3-20 18 surge que para que Ia Autoridad
no pueda cobrar o facturar por consumo reflejado en el contador o metro de un cliente
tienen que configurarse tres (3) elementos o criterios: que hay una situación de
emergencia, segün definida en el estatuto; que Ia energIa eléctrica no
generada por Ia Autoridad; y que la energia eléctrica no haya sido distri
Autoridad.

5. El tercer elemento requerido por el ArtIculo 1 de Ia Ley 3-20 18 no s
este caso.
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6. Los generadores externos instalados en Ia Central Palo, en Yabucoa TC y en los
municipios de Vieques y Culebra, están conectados a una subestaciOn a
infraestructura similar del sistema de transmisión y distribución de Ia Autoridad.

7. Las disposiciones de Ia Ley 3-2018 no son de aplicación al caso de Ia querellante.

8. El ArtIculo 6.27(a)(5) de Ia Ley 57-2014, establece, entre otras cosas, que en caso de
que Ia Autoridad no atienda Ia solicitud de reconsideración en relación con una
objeciOn de facturas, dentro del término de treinta (30) dias, contados a partir de Ia
fecha de Ia solicitud de reconsideraciOn, Ia misma será adjudicada a favor del cliente.

9. La Autoridad incumplió con los términos establecidos en Ta Secciôn 6.27 de Ia Ley 57-
2014. A esos fines, el Negociado de Energia ha determinado que tanto el término de
treinta (30) dias para que Ia Autoridad conteste el recurso de reconsideración y
notifique al cliente del resultado final, es de naturaleza jurisdiccional, por lo que el
incumplimiento de Ia Autoridad equivale a perder jurisdicción sobre Ia controversia.

10. El Reglamento 8543, SecciOn 3.04 establece que el querellante tiene treinta (30) dias
para recurrir al Negociado de EnergIa en caso de que Ia AEE o la compaflfa de servicio
eléctrico de Ia que se trate no haya emitido una decision final, el referido término
comenzará a transcurrir a partir de Ia fecha en que debió emitirse Ia decision.

11. En cuanto a Ia objeción ala factura de 23 de mayo de 2018 Ia querellante no cumplió
con los requisitos del procedimiento informal de objeciOn de facturas ante Ia
Autoridad, segñn las disposiciones del ArtIculo 6.27 de Ia Ley 57-2014 y del
Reglamento 8863.

12. La doctrina de incuria ha sido definida pore) Tribunal Supremo de Puerto Rico como:
[d)ejadez o negligencia en el reclamo de un derecho, los cuales en conjunto con el

transcurso del tiempo y otras circunstancias que causan perjuicio a Ia parte adversa,
opera como un impedimento en una carte de equidad

13. La querellante no presentó su Querella ante el Negociada de Energia conIorrne el
ordenamiento juridico, no mediando justa causa para su dilación.

14. Toda vez que el querellante no demostrO justa causa para su dilación, procede que el
Negociado de Energia se declare sin jurisdicción para atender Ia objeción de Ia factura
de 23 de mayo de 2018.


